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Resumen
Don Diego Navarro Galindo, juez comisionado en 1597 para realizar el juicio de residencia a don Alon-
so de Granada Venegas, gobernador de la provincia de Castilla Mancha y Ribera del Tajo de la orden 
de Santiago, recibió un memorial anónimo donde algunos oficiales públicos eran acusados de diferentes 
delitos y faltas. Esta comunicación aborda la investigación que, durante la residencia secreta, realizó el 
juez sobre su autoría. 
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Siglo XVI; orden Militar de Santiago; juicio de residencia; ocaña.
Anonymous chapters in the juicio de residencia of don Alonso de Granada Venegas. 
Ocaña (Toledo, 1597)
Abstract
Don Diego Navarro Galindo was the judge commissioner in 1597 to conduct the juicio de residencia 
of don Alonso de Granada Venegas, governor of province of Castilla Mancha and Ribera del Tajo be-
longing to the Military order of Santiago, and received an anonymous memorial where some public 
officials were accused of various crimes and misdemeanors. This paper analyzes the research made by 
the judge about its authorship in the secret residence. 
Key words
XVI Century; Military order of Santiago; juicio de residencia; Ocaña.
Introducción
(Preciosa dirigiéndose a un Teniente de la villa y su esposa) –… Coheche vuesa mer-
ced, señor Tiniente; coheche, y tendrá dineros, y no haga usos nuevos; que morirá de 
hambre. Mire, señora; por ahí he oído decir (y aunque moza, entiendo que no son bue-
nos dichos) que de los oficios se ha de sacar dineros para pagar las condenaciones de las 
residencias y para pretender otros cargos.
–Así lo dicen y lo hacen los desalmados –replicó el Tiniente–; pero el juez que da buena 
residencia no tendrá que pagar condenación alguna, y el haber usado bien de su oficio 
será valedor para que le den otro.1
Miguel de Cervantes. La Gitanilla
En las décadas finales del siglo XVI el juicio de residencia se hallaba implantado en tierras de 
realengo peninsulares, tras una larga andadura que comenzó en tiempos de Alfonso X, sien-
do las Partidas su punto de arranque legislativo en el derecho castellano que culminó en una 
1 CERVANTES, M. de, (1613) “La gitanilla” Novelas Ejemplares, Madrid: Juan de la Cuesta; la cita corresponde 
a la edición de Madrid: Espasa Calpe, 19ª ed., 1979, p.23.
836
Campo y campesinos en la España Moderna. Culturas políticas en el mundo hispano
Carmen González Peinado
reorganización realizada por los Reyes Católicos en los Capítulos para corregidores y jueces 
de residencia en 1500, base jurídica de esta institución durante la Edad Moderna2. El juicio de 
residencia era un juicio de responsabilidad. Su fin era conocer cómo los oficiales públicos, una 
vez que dejaban sus cargos, habían usado sus oficios y, según fuera menester, castigar o premiar 
sus actuaciones3. 
En el plano local, el monarca delegaba la jurisdicción civil y criminal de un determinado 
territorio al corregidor –salvo los casos de Corte– y éste se situaba sobre los jueces ordinarios 
de primera instancia4. Las responsabilidades encomendadas al corregidor, en su vertiente judi-
cial, de gobierno, administración e informativa, hicieron de este oficial una pieza fundamental 
de la burocratización creciente y del intervencionismo de Felipe II en las ciudades5. Una vez 
dejado el cargo, el corregidor debía permanecer en la ciudad donde habían ejercido su gobierno 
por un período de treinta días y era sometido, junto con sus oficiales de justicia y gobierno, al 
juicio de residencia por parte del corregidor entrante o de un juez comisionado al efecto. Has-
ta 1566 lo habitual era que el corregidor entrante sustituyera al saliente, pero fue en ese año, 
según J. Castillo de Bovadilla, cuando Felipe II ordenó que, al tiempo que se nombrase nuevo 
corregidor, se comisionara a un juez y escribano para tomar residencia al saliente6 y a partir de 
1592 se nombraron jueces de residencia para todo el reino7. Los salarios del juez, escribano y, 
2 Sobre el origen del juicio de residencia véase GoNZÁLEZ ALoNSo, B. (1978). “El juicio de Residencia en 
Castilla. I. origen y evolución hasta 1480”. Anuario de Historia del Derecho Español, (en adelante AHDE), 48, pp. 
193-247. En la obra de VALLEJo GARCÍA-HEVIA, J. M. (2008) Juicio a un conquistador, Pedro de Alvarado: 
su proceso de residencia en Guatemala (1536-1538), vol. I. Madrid: Marcial Pons Historia, dedica al origen del 
juicio de residencia las pp. 75-84.
3 GoNZÁLEZ ALoNSo, B. (1970). El corregidor castellano (1348-1808). Madrid: Instituto de Estudios Admi-
nistrativos, en p. 191 define el juicio de residencia como «una institución híbrida en la que el poder público fiscali-
zaba por su parte la gestión de los corregidores (pesquisa secreta y rendición de cuentas) a la vez que ofrecía a los 
vecinos un vehículo muy apreciado para mostrar sus quejas y deshacer posibles errores (capítulos y «residencia 
pública»).».
4 PéREZ-BUSTAMANTE GoNZÁLEZ DE LA VEGA, R. (1995). Historia de las instituciones públicas de Es-
paña. Madrid: Universidad Complutense, p.167.
5 Sobre la figura del corregidor véase GoNZÁLEZ ALoNSo, B. (1970). El corregidor…; en relación con los 
territorios donde el corregidor ejercía su jurisdicción véase p. 234 de esta obra.
6 Según GoNZÁLEZ ALoNSo, B. (1970). El corregidor…, esta medida debió ser anterior a la fecha indicada de 
1566 «en las Cortes de ese año, al comentarse los resultados de la innovación (de 1564, según los procuradores) 
se alega que el fruto es escaso y «dello sucede muchas costas a los propios de las ciudades», se pide la revocación 
de la Pragmática y se ofrece como solución de recambio que las residencias las formen los corregidores recién 
asignados», p. 183.
7 CASTILLo DE BoVADILLA, J. (1597). Política para corregidores, y señores de vasallos, en tiempo de paz 
y de guerra, y para juezes eclesiásticos y seglares, y de Sacas, Aduanas, y de Residencias y sus oficiales: y para 
Regidores, y Abogados, y del valor de los Corregimientos, y Goviernos Realengos, y de las Ordenes. Madrid: Luis 
Sánchez, obra consultada en la edición de la reprod. fac. de la ed. de Amberes: Juan Bautista Verduffen, 1704, ed. 
de B. González Alonso, Madrid: Instituto de Estudios de la Administración Local, 1978, T. II, Lib. V. Cap. I, 33, 
p.417. El inconveniente de que el corregidor entrante residenciara al saliente residía fundamentalmente en que 
podía familiarizarse con los métodos de corrupción empleados por el antecesor y ponerlos en práctica, teniendo 
además la presión de los poderosos de su jurisdicción a la hora de investigar y dictar sentencias. Pero también se 
criticaba por parte de los procuradores en Cortes el nombramiento de jueces comisionados únicamente para reali-
zar las residencias por el coste que esto suponía a las haciendas locales. Sobre las residencias de corregidores caste-
llanos véase FoRTEA PéREZ, J. I. (2003). “quis Custodit Custodes? Los corregidores de Castilla y sus Residen-
cias (1558-1658)”. En: VV.AA. Vivir el siglo de Oro. Poder, cultura e historia en la época moderna. Estudios en 
Homenaje al profesor Ángel Rodríguez Sánchez. Salamanca: Universidad de Salamanca. En la vertiente de fuente 
para la historia local: LóPEZ-SALAZAR PéREZ, J. (1994). “La Sección de órdenes Militares y la investigación 
en Historia Moderna”. Cuadernos de Historia Moderna, 15, p. 349 y BERNARDo ARES, J. M. de (1983). “Los 
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en su caso, alguacil estaban marcados en su comisión y se pagaba a costa de los propios de las 
ciudades.
En tierras de señorío, seglar o eclesiástico, aquellos señores que ostentaban la jurisdic-
ción civil y criminal también estaban obligados a tomar residencia a los oficiales públicos de 
sus territorios, pero este control no parece que se hiciera de manera sistemática, siendo a partir 
de la segunda mitad del siglo XVI y en especial en su último tercio, cuando se detectan mayor 
número de residencias según las investigaciones realizadas a este respecto8.
En tierras de órdenes militares castellanas la figura equivalente al corregidor era el go-
bernador. Con los Reyes Católicos, las funciones del gobernador se asimilaron prácticamente 
a las del corregidor. Los gobernadores ejercían la jurisdicción civil y criminal de la provincia o 
partido que se les asignaba, según la distribución territorial de la orden, con la diferencia de que, 
además, debían velar por el cumplimiento de las normas capitulares y a sus visitas de inspección 
y control de agentes públicos añadían las de inspección de los bienes de la orden, vigilancia de 
los comendadores y por último, al ser los gobernadores caballeros de hábito tenían jurisdicción 
eclesiástica sobre personas de su orden9. La duración del cargo era de un año, pero solía prorro-
garse habitualmente hasta tres; al dejar el oficio se sometía a residencia al gobernador y al resto 
de sus oficiales de gobernación, tanto de justicia como económico-administrativos, además de 
todos aquellos oficiales que componían la estructura de administración y gobierno de la villa 
sede de gobernación. El juicio no podía exceder del plazo marcado en la provisión, pero era 
relativamente frecuente pedir prórrogas, lo cual era criticado por J. Castillo de Bovadilla, que 
insistía en que debían bastar cincuenta días para tomar las residencias ya que dilatarlas agravaba 
ya de por sí el elevado gasto de las ciudades10. 
Una vez presentada la provisión real por parte del juez ante el concejo de la villa sede de 
gobernación, el juicio se iniciaba con el pregón de residencia por el que se anunciaba pública-
juicios de residencia como fuente para la historia urbana”. Actas de los II Coloquios de Historia de Andalucía. 
Andalucía Moderna. Córdoba: Publicaciones de la Caja de Ahorros y Monte de Piedad de Córdoba, pp. 1-24.
8 Respecto a los juicios de residencia señoriales véanse: ATIENZA HERNÁNDEZ, I. (1987). Aristocracia, poder 
y riqueza en la España Moderna: la casa de Osuna, siglos XV-XIX. Madrid: Siglo XXI de España, pp. 131-138, 
CARRASCo MARTÍNEZ, A. (1991). Control y responsabilidad en la administración señorial. Los juicios de 
residencia en la casa del Infantado (1650-1788). Valladolid: Secretariado de Publicaciones, Universidad de Va-
lladolid; RUBIo PéREZ, L. M. (1998). Visitas, juicios de residencia y poder concejil en la Provincia de León. 
Mecanismos de control en el marco del Régimen Señorial durante la Edad Moderna. León: Universidad de León, 
Secretariado de Publicaciones; SoRIA MESA, E. (1997). Señores y oligarcas. Los señoríos del reino de Granada 
en la Edad Moderna. Granada: Universidad de Granada; LóPEZ DÍAZ, M. (1997). Señorío y municipalidad: con-
currencia y conflicto de poderes en la ciudad de Santiago (siglos XVI-XVII). Santiago de Compostela: Universidad 
de Santiago de Compostela, pp. 179-189; USUNÁRIZ GARAYoA, J. M. (1998). “Señores y municipios: el juicio 
de residencia señorial en Navarra y el control del poder local”. AHDE, 68, Madrid, pp.491-552.
9 Véase sobre los gobernadores de partido: FERNÁNDEZ IZqUIERDo, F. (1992). La Orden Militar de Calatrava 
en el siglo XVI. Infraestructura institucional. Sociología y prosopografía de sus caballeros. Madrid: Consejo Su-
perior de Investigaciones Científicas (en adelante CSIC), pp.151-155; sobre gobernadores santiaguistas PoRRAS 
ARBoLEDAS, P. A. (1997). La Orden de Santiago en el siglo XV. La provincia de Castilla. Madrid: Dykinson, 
p.145. También es de interés sobre el gobierno de los municipios FERNÁNDEZ IZqUIERDo, F.; YUSTE MAR-
TÍNEZ, A. y SANZ CAMAñES, P. (2001) La provincia calatrava de Almonacid de Zurita en el siglo XVI según 
las visitas: recuperación de una historia viva de la Administración Local en la Edad Moderna. Madrid: CSIC, 
pp.71-100 y en relación con las obligaciones del gobernador sobre inspección de sus villas y lugares véase pp.96-
97. Sobre residencias y visitas realizadas por el Consejo de órdenes véase PoSTIGo CASTELLANoS, E. (1988). 
Honor y privilegio en la Corona de Castilla. El Consejo de Órdenes y los Caballeros de Hábito en el siglo XVII. 
Valladolid: Junta de Castilla y León, pp.56-57.
10 CASTILLo DE BoVADILLA, J. (1597). Política…, T. II, Lib. V. Cap. I, 36, p.418.
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mente y se animaba a que cualquier persona que lo deseara pusiera capítulos, demanda civil o 
criminal, denunciara injusticias, cohechos, así como otros excesos, derechos cobrados de más, 
injurias o cosas indebidas11. 
El juez realizaba una residencia secreta, cuyo plazo era de treinta días, en la que de oficio 
y por procedimiento inquisitivo, debía averiguar si el gobernador y el resto de los residenciados 
habían cumplido bien con sus oficios, seleccionando los testigos que consideraba adecuados 
para su investigación, y tras la sumaria, una vez comunicados los cargos a los acusados, dejaba 
de ser secreta12, para que éstos hicieran sus descargos en las respectivas probanzas. El juez sen-
tenciaba dentro del plazo marcado y a continuación los residenciados solían apelar en caso de 
condenas, muchas de ellas pecuniarias. Además, el juez de residencia tenía comisión para tomar 
las cuentas de propios, repartimientos, sisas, pósito, penas de cámara y gastos de justicia. 
Simultáneamente a la secreta, y conocida como residencia pública, el juez admitía ca-
pítulos y querellas de particulares o colectivos −por ejemplo concejos−, dentro de los primeros 
veinte días a contar desde la fecha de inicio de la residencia, dando así oportunidad para que 
pidieran justicia por los agravios que los oficiales les hubieran hecho o aunque no fueran direc-
tamente perjudicados poder capitular contra los oficiales públicos13. Se tramitaban por proce-
dimiento acusatorio, como cualquier pleito civil o criminal, dependiendo del tipo de denuncia, 
pero en términos abreviados dentro del plazo fijado. En caso de que no se probaran las querellas 
o capítulos, el denunciador podía ser condenado por falsedad14. La relación de cuentas junto 
con la residencia se enviaba al Consejo de órdenes, que además era el que recibía las apelacio-
nes15. 
Memoriales anónimos
El memorial anónimo según los tratadistas
Este tipo de memoriales se trataban en la residencia secreta. En opinión de J. Castillo 
de Bovadilla que, en su calidad de corregidor, había tenido que dar residencia y como juez las 
había realizado a otros corregidores, aconsejaba a los jueces que estuvieran alerta respecto a 
11 En aras a la brevedad no se detalla pormenorizadamente el procedimiento del juicio de residencia, véanse a este 
respecto: CoLLANTES DE TERÁN DE LA HERA, M. J. (1998) “El juicio de residencia en Castilla a través 
de la doctrina jurídica de la Edad Moderna”. Historia. Instituciones. Documentos, nr. 25, pp.151-184; ALoNSo 
RoMERo, M. P. (1982). El proceso penal en Castilla (s. XIII-XVIII). Salamanca: Universidad de Salamanca; la 
obra de MARILUZ URqUIJo, J.M. (1952) Ensayo sobre los juicios de Residencia indianos. Sevilla: Escuela de 
Estudios Hispano-Americanos de Sevilla, aborda el juicio de residencia en Indias, y es una obra de referencia para 
esta cuestión. Es imprescindible la consulta de la obra de CASTILLo DE BoVADILLA, J. (1597). Política…, 
para cualquier aspecto procedimental por ser juez coetáneo a la época que aquí se aborda.
12 CASTILLo DE BoVADILLA, J. (1597). Política…, Lib. V, Cap. I, 76, p. 431.
13 Según el Diccionario de Autoridades (1726). Ed. facs. de la de Madrid: Imprenta de Francisco del Hierro, en 
Madrid: Gredos, 1984, en p.150 define Capitular como «Delatar, acusar, poner capítulos de crímenes ò excessos 
contra un Corregidór, ù otra persona que exerce oficio público: para lo cual se afianza la calumnia, pues de otra 
suerte no se admite en juicio…» y Capitulante como «El que deláta, acúsa, ò pone capítulos contra alguna persona 
que exerce cargo en la República. Es voz forense. Lat. Delator».
14 Véase a este respecto CASTILLo DE BoVADILLA, J. (1597) Política…, T. II, Lib. V, Cap. I, 92-104, pp. 526-
532.
15 Ibídem, T. II, Lib. V, Cap. I, 125, p.448.
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aquellos que hacían requerimientos para que se hicieran determinadas diligencias o examinasen 
a ciertos testigos o dejasen de citar a otros, añadiendo:
Y suele aver muchos advertidos desto, y que dan villetes, y memoriales públicos, y secretos, sin 
firmas, ni descubrir sus nombres, ò vienen à horas excusadas, ò de noche reboçados, ò hablan al 
oydo del juez, ò echan por las ventanas, ò por entre las puertas los tales memoriales, dando aviso de 
algunos delitos, mas para encaminar sus venganças, que con zelo de justicia, y à estos tales […] no 
debe el juez hazer información, ni proveer cosa alguna, y les puede responder el Juez de residencia, 
que si en alguna cosa estan agraviados, lo pidan al descubierto, ò lo denuncien judicialmente y se les 
guardará justicia, y que la residencia secreta el la hara como mas convenga, y según está obligado por 
el servicio de Dios, y bien publico, cumpliendo lo que por el Rey le fue mandado16.
A pesar de esta opinión inicial, reconocía que algunos jueces y visitadores hacían caso 
a estos memoriales, y que:
en el Consejo se mandò el año de noventa y dos admitir estos villetes y memoriales que se dieron 
y echaron secretamente en casa del Juez de la Residencia, que se tomava à un Teniente desta villa, y 
no embargante assi mismo que era pasado el termino de los treinta días della: y según esto se debe 
usar recato en estas ocasiones en no dar crédito del todo à los dichos memoriales, ni desecharlos, ni 
exasperarse, ni fastidiarse con los tales delatores y advertidores, porque muchas vezes por miedo de 
los delinquentes, ò por otras justas causas, huyen de ser descubiertos: ni tampoco debe el Juez publi-
carlos, por evitar discordias y zizañas entre ellos y los denunciados17.
Si bien añadía que, en algunos casos, si no fuera de a través de estos anónimos:
no avría quien diesse noticia de los delitos, sino que secretamente se informe de lo contenido en los 
dichos memoriales, y sepa la verdad de lo que passa sobre ello, y la averigue...18.
Por su parte, A. de Villadiego Vascuñana indicaba:
Tenga mucho secreto en la pesquisa, y aunque es bien admitir los villetes, y memoriales, que sue-
len algunas personas dar secretos contra el Corregidor, y sus oficiales, no haga mucho caso dellos, 
que suelen ser de enemigos mal intencionados, ni de las industrias, y avisos que suelen dar, para 
proceder en la secreta y aun requerimientos: y porque en tal caso no puede hazer información à ins-
tancia de parte en la secreta, responda el juez: que si están agraviados lo pidan al descubierto, ó lo 
denuncien judicialmente, y hará justicia19.
Se puede concretar tres maneras diferentes de actuar respecto a los memoriales anóni-
mos: la primera era no hacer caso a estas acusaciones, si bien el juez los debía leer y quedaba 
a su discrecionalidad lo que debía hacer; la segunda, que el juez no debía admitirlos porque el 
corregidor siempre tendría enemigos y cuanto mejor hubiese administrado justicia más calum-
niadores tendría; la tercera opción era admitirlos e investigarlos.
16 Ibídem, Lib. V, Cap. I, 74, p. 430. Sobre la cuestión de memoriales anónimos en juicios de residencia en Indias 
véanse MARILUZ URqUIJo, J. M. (1952) Ensayo..., pp.169-170, y SoLóRZANo PEREIRA, J. (1703). Política 
Indiana. Amberes: Henrico y Cornelio Verdussen, Lib. V, Cap. X, pp. 435-436.
17 CASTILLo DE BoVADILLA, J. (1597) Política…, Lib. V, Cap. I, 75, p. 430.
18 Ibídem.
19 VILLADIEGo VASCUñANA Y MoNToYA, A. de (1617). Instrvcción política, y práctica ivdicial, conforme 
al estilo de los concejos, audiencias, y tribunales de corte, y otros ordinarios del reyno[…]Madrid: Iuan de la 
Cuesta, cap.VI, 23, f.171v. La aprobación de esta obra data de 1609.
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Memorial anónimo en el juicio de residencia a don Alonso de Granada Venegas
Don Alonso de Granada Venegas20, noble de ascendencia nazarí y caballero de Santiago, 
ejerció el cargo de gobernador y justicia mayor de Castilla Mancha y Ribera del Tajo21, perte-
neciente a la orden Militar de Santiago, desde mediados de diciembre de 1593 hasta septiem-
bre de 159722. Ocaña era la sede de su gobernación y don Alonso tenía bajo su jurisdicción un 
amplio territorio que incluía desde tierras ribereñas del Tajo –algunas encuadradas en la actual 
provincia de Madrid como Villarejo de Salvanés o Fuentidueña–, hasta villas y lugares de las 
actuales Cuenca, Toledo y Ciudad Real, y que se distribuían en los partidos de Uclés, ocaña y 
quintanar23. 
La villa de Ocaña era, además de cabeza de partido y residencia del gobernador, sede 
de las rentas de la Mesa Maestral. Estaba situada en un cruce de caminos que enlazaban Valen-
cia, Murcia, Andalucía y Cuenca con Toledo, Madrid y Castilla la Vieja. Contaba con aproxi-
madamente tres mil vecinos24 y la base de su economía era principalmente la agricultura. Su 
actividad comercial tenía relevancia comarcal y eran famosas sus fábricas de guantes, jabón y 
barros25. En una villa de estas características, formar parte de su concejo, a través de las regi-
durías, era una aspiración continua por parte de la élite de pecheros por las evidentes ventajas 
que esto suponía. 
20 Sobre don Alonso de Granada, véase SoRIA MESA, E. (1993-1994). “Don Alonso de Granada Venegas y la re-
belión de los moriscos: Correspondencia y mercedes de don Juan de Austria”. Chronica nova: Revista de historia 
moderna de la Universidad de Granada, 21, pp. 547-560.
21 Sobre organización institucional de la orden Militar de Santiago: PoRRAS ARBoLEDAS, P.A. (1997). La 
Orden de Santiago…, pp.115-156; LóPEZ-SALAZAR PéREZ, J. (1994). “La Sección de órdenes Militares…”. 
Cuadernos de Historia Moderna, 15, dedica al régimen local las pp. 345-373; RUÍZ RoDRÍGUEZ, J. I. (1993). 
Organización política y económica de la Orden de Santiago en el siglo XVII (los hombres, la economía y las ins-
tituciones en el Campo de Montiel). Ciudad Real: Diputación Provincial. Se realizó actualización historiográfica 
sobre órdenes militares en la Edad Moderna por FERNÁNDEZ IZqUIERDo, F. (2002). “Las órdenes Militares 
en la Edad Moderna en la historiografía española desde 1995. Notas para un balance”. Studia Storica, 24, pp.73-
95, véase en relación con administración del territorio, pp. 88-92.
22 Archivo Histórico Nacional, Sección órdenes Militares, (en adelante AHN, oo.MM.), oM Santiago, Libro re-
gistro 122-c, f. 117-r figura la cédula expedida el 16 de octubre de 1593 provisión para que «don Alonso Venegas 
de Granada caballero profeso de la Orden de Santiago sea gobernador de la villa de Ocaña y su partido y en lugar 
del licenciado Diego Hernández de Artehaga que hagora es juez de residencia». Los gobernadores eran nombrados 
por el rey –en calidad de administrador de la orden– y el Consejo de órdenes; a este respecto véase PoSTIGo 
CASTELLANoS, E. (1988). Honor y privilegio…, p. 55. 
23 No era de su jurisdicción Uclés, sede del Priorato, aunque sí las villas de su partido, según la relación de locali-
dades donde se pregona la residencia. Sobre el empleo de términos de partido y provincia véase LóPEZ GoNZÁ-
LEZ, C. (2000). “Un caso de administración territorial de la renta de maestrazgos: la Mesa Maestral de la orden 
de Santiago en el partido de ocaña en el siglo XVII”. En López-Salazar Pérez, J. (Coord.). Las Órdenes Militares 
en la Península Ibérica, Vol. II, Edad Moderna. Cuenca: Universidad Castilla-La Mancha, Cortes de Castilla-La 
Mancha, pp. 1777-1778. 
24 JIMéNEZ Y GóMEZ-CHAMoRRo, J. (2009). “élite y gobierno de un concejo santiaguista: el desarrollo de 
una atípica ‘megamayoría absoluta’ de gobierno nobiliar y la lucha de estados por el control del poder municipal 
en territorio de orden Militar (ocaña, siglos XVI-XVIII)”. En Soria Mesa, E. y Delgado Barrado, J. M. (eds), Las 
élites en la Época Moderna: Economía y Poder, tomo III. Córdoba: Universidad de Córdoba, p.141, e indica que 
el 10% eran hidalgos. 
25 LóPEZ-SALAZAR PéREZ, J. (1986). Estructuras agrarias y sociedad rural en la Mancha, (ss. XVI-XVII). 
Ciudad Real: Instituto de Estudios Manchegos, pp. 25-27.
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Durante el tercer año de mandato de don Alonso de Granada −1596− se produjo en oca-
ña el consumo de oficios de regidores perpetuos que desató una lucha política entre la facción 
partidaria del consumo y aquellos que defendían las regidurías perpetuas. Una vez conseguido 
el consumo de oficios, según J. Jiménez y Gómez-Chamorro, la lucha de los pecheros continuó 
para reclamar la mitad de las regidurías e intentar acabar con la mayoría de los dos tercios que 
se encontraban en manos de los hidalgos26. Posteriormente, el conflicto se reflejó en el juicio de 
residencia al gobernador ya que Gabriel de Hervás, procurador síndico del Común, pertenecien-
te al estado de los hombres buenos y partidario de las regidurías añales, capituló contra aquel 
acusándole, entre otras cuestiones, de apoyar al bando de los regidores perpetuos. 
El juez don Diego Navarro Galindo fue comisionado por Felipe II y el Consejo de órde-
nes para realizar el juicio de residencia a don Alonso de Granada Venegas 27 y salió de Madrid 
el 3 de septiembre de 159728, junto con el escribano real Cristóbal Laínez y el alguacil Juan 
Fajardo, y llegaron a la villa de Ocaña al día siguiente por la tarde. Al mismo tiempo que el 
juez presentó su comisión ante el concejo de Ocaña, el 5 de septiembre, el gobernador entrante 
tomó el relevo al cesante, pero no podía inmiscuirse en la jurisdicción del licenciado Diego 
Navarro Galindo29. Se sometía a residencia tanto a los oficiales públicos con vara de justicia 
como a todos aquellos que los auxiliaban, a los oficiales que ocupaban cargos administrativos 
y económicos y los que componían el concejo de Ocaña. La nómina de residenciados incluía 
al gobernador saliente y a sus oficiales: alcaldes mayores, tenientes, alguaciles, escribanos, 
receptores de gobernación, depositarios de penas de Cámara y gastos de justicia; al alcaide de 
cárcel y los alcaldes de la Hermandad, procuradores del número, escribanos públicos y a los 
integrantes del concejo de Ocaña como regidores perpetuos y añales, escribano del ayuntamien-
to, alférez, procurador síndico del Común, almotacenes, mayordomo de propios y al resto de 
oficiales con funciones administrativas; además eran residenciados el depositario, mayordomo 
y los comisarios del alholí así como los caballeros de la sierra. Los oficios subalternos del con-
cejo (pregonero, portero, etc.) y los oficios al servicio de la comunidad como, por ejemplo, el 
maestro de gramática o el cirujano estaban exentos de residencia.
El mismo día 5 de septiembre, una vez realizado el pregón preceptivo en Ocaña, el juez 
inicia la residencia. Exceptuando la propia villa de ocaña y la sede del Priorato, Uclés, los ofi-
26 El consumo de los regimientos y la lucha política desencadenada para desposeer al estado de los hijosdalgo 
de los dos tercios de los regimientos en ocaña por parte de los pecheros han sido estudiados por JIMéNEZ, J. y 
GóMEZ-CHAMoRRo, (2009) “Elite y gobierno…”. pp. 135-154. En el ámbito de órdenes Militares, los graves 
conflictos y consecuencias que provocaban la venta de oficios, han sido señalados por LóPEZ-SALAZAR Pé-
REZ, J. (1996) “El Régimen Local de los territorios de órdenes Militares (ss. XVI y XVII)”. En Bernardo Ares, 
J. M. de y Martínez Ruiz, E. (Eds.). El municipio en la España moderna. Córdoba: Universidad de Córdoba, pp. 
290-302; también sobre los bandos locales véase el artículo del mismo autor (1994) «La Sección de órdenes…», 
pp. 366-367.
27 AHN, oo.MM., oM. Santiago, Libro 122-c, en f. 378 se registra la provisión del Ldo. Diego Navarro Galindo 
dada en San Lorenzo del Escorial el 13 de Agosto de 1597 para que vaya a tomar residencia a la villa de ocaña. 
Este juicio de residencia es objeto de mi tesis doctoral en preparación.
28 En adelante las fechas que se indican son del año 1597, salvo que se indique expresamente otro año.
29 En la provisión dada al juez Diego Navarro Galindo se advertía que el nuevo gobernador (don Pedro de Rivera) 
no se interfiriera en lo relativo al juicio de residencia, y sólo atendiera las demandas públicas que se produjeran 
después del término de la residencia, pero también se instaba al juez de residencia que no se entremetiera en el 
oficio del gobernador, AHN, oo.MM., Archivo Histórico de Toledo (en adelante AHT), Leg. 9621, ff. 7v-8r.
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ciales públicos del resto de villas bajo la jurisdicción del gobernador eran sometidos a control 
por éste o por los alcaldes mayores en las visitas que debían realizar a los lugares de sus parti-
dos. La residencia a don Alonso y oficiales fue pregonada en las localidades de los partidos de 
Uclés, ocaña y quintanar, ordenándose que cada concejo enviase dos representantes para que 
declararan como testigos en la residencia secreta.
En la mañana del martes 16 de septiembre30 Luis Gómez, vecino de ocaña, huésped 
de la misma posada donde se alojaba el juez, entró en el aposento donde el licenciado Diego 
Navarro Galindo despachaba sus negocios de la residencia y le entregó dos pliegos de papel 
donde se contenían «ynxurias y agravios y otros delitos que se escriue haver cometido»31 varios 
oficiales de justicia: los alcaldes mayores don Fernando de Granada –hijo de don Alonso−, el 
doctor Gámez, y el licenciado Gómez de la Serna; el alguacil mayor Juan Baptista Silvestre y 
los alguaciles Baños, Gerónimo de Cózar y Juan Alonso Medina. El que más acusaciones suma-
ba era el alcalde mayor Gómez de la Serna32 al que se le imputaban catorce faltas y delitos, entre 
ellos varios de concertación de sentencias, permitir el juego, ser parcial apoyando al bando de 
los Frías partidario de los regimientos perpetuos, no cumplir las provisiones del Consejo de 
órdenes, defraudar dinero de las penas de Cámara y gastos de justicia en la visita a quintanar 
del año 1596, no castigar debidamente los incumplimientos de algunas ordenanzas ocañenses, 
cobrar más derechos de los permitidos, traer excesiva cantidad de leña del monte y dar cédulas 
a otros para talar y cortar.
El memorial estaba «escripto a manera de capítulos»33 contra los susodichos y:
para saber la persona que los escrivio y puso y por qué horden y quien los ynvió a el dicho juez 
y averiguar sobre ello y cada uno de los dichos capítulos la verdad como su magestad lo manda y 
castigar los culpados hizo la ynformaçión e averiguación siguiente34. 
A continuación, el juez tomó declaración a Luis Gómez, y enseñándole los pliegos de 
papel recibidos, le interrogó sobre si correspondían éstos a los que él le había entregado; el 
testigo contestó afirmativamente y declaró que estando por la mañana en la Plazuela del Duque 
viniendo a su casa con Juan de Heredia, escribano de la villa, llego a él Bernardino Martínez, 
alcalde de la Hermandad de ocaña del estado de los hombres buenos, y le entregó los capítulos 
para que se los diera al juez35. Preguntado si Bernardino Martínez le dijo quién se los había dado 
o si Luis Gómez conocía la letra, éste dijo que no se acordaba de que el dicho Bernardino le 
dijese la persona que se lo dio, pero recordaba que, sobre la autoría de los capítulos, el citado 
alcalde de la Hermandad sólo le dijo que Gabriel de Hervás, síndico de la villa, era quien le 
había entregado los papeles, y finalmente aseguró que no conocía la letra de estos capítulos36.
30 AHN, oo.MM., AHT., Leg. 9621, f. 195r.
31 Ibídem, f. 195r.
32 El ataque a los alcaldes mayores por parte de cabecillas de bandos en los grandes poblachones manchegos fue 
tratado por LóPEZ-SALAZAR PéREZ, J. (1994). “La Sección de órdenes…”, pp.346-349. En las residencias se 
evidencia la animadversión hacia estos jueces ya que sobre ellos se vertían numerosas acusaciones. 
33 AHN, oo. MM., AHT, Leg. 9621, f. 195r. Cada acusación está numerada.
34 Ibídem, f. 195r.
35 Ibídem, f. 195v.
36 Ibídem, f. 196r-v
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Después el juez llamó a declarar a Bernardino Martínez Noblejas quien afirmó que los 
capítulos se los dio el día anterior por la tarde el licenciado Pedro de Santana, clérigo presbí-
tero de ocaña, para que los hiciera llegar al juez y añadió que la letra era del dicho licenciado. 
A la pregunta del juez sobre si quería poner dichos capítulos contra los ministros de justicia o 
pedir por razón de ellos su justicia, declaró que no quería poner capítulos y que los recibió del 
licenciado Santana37.
La tercera persona citada fue Juan de Heredia, escribano, y este confirmó que Bernardi-
no Martínez dio a Luis Gómez unos capítulos y que no vio su contenido38.
En el auto registrado tras esta última declaración el juez indicó que había hecho las dili-
gencias correspondientes y justificó que no podía hacer diligencias contra el clérigo por ser cau-
sa criminal, por lo que ordenó notificar a Bernardino Martínez que llevase ante él a los testigos 
citados en el documento e hiciese las demás diligencias que conviniesen para su averiguación 
y mandó que diese fianzas para responder de los capítulos según derecho, advirtiendo que si no 
probaban las acusaciones, sería encarcelado en la cárcel real de Ocaña. 
En respuesta al requerimiento del juez, Bernardino Martínez entregó al día siguiente, 17 
de septiembre, una petición, en la que afirmaba «digo que yo no e puesto capítulos a persona 
alguna»39 por lo que remarcaba que no tenía obligación de llevar testigos, ni hacer cosa alguna 
de lo contenido en el dicho auto insistiendo que el papel se lo dio el licenciado Pedro de Santana 
para advertencia al escribano de esta residencia y con este fin, lo dio a Luis Gómez para que 
lo entregase a dicho escribano. Insistía en que él no había visto lo que en ellos había y pedía la 
suspensión del efecto del auto porque «ninguno puede ser compelido a poner action ni acusar 
contra su boluntad conforme a derecho»40.
Ante tan justificada respuesta, el juez Diego Navarro mandó comparecer al licenciado 
Pedro de Santana a quien tomó declaración el 18 de septiembre. éste manifestó que su intención 
era que el memorial se entregase al juez o al escribano de su comisión para que pudiesen ser 
advertidos «de las cosas referidas » y que «no las dio con ánimo de que se proçediese contra los 
dichos ministros», confesando que él «las fizo y escribió debaxo del dicho ánimo…»41.
Tras esta declaración, el juez comenzó las averiguaciones relativas a las acusaciones 
vertidas en el memorial, llamando a los testigos citados en cada uno de los capítulos, comen-
zando con la investigación sobre don Fernando de Granada. 
Consideraciones sobre la investigación judicial
Como se ha expuesto, el juez decidió no sólo leer el memorial, sino que investigó la au-
toría y, una vez admitida la advertencia del clérigo Santana, procedió a realizar averiguaciones 
sobre las acusaciones vertidas en el memorial, sin presionar al clérigo a capitular públicamente 
−contrariamente a lo que hizo con Bernardino Martínez− al ser causa criminal. Sin embargo, a 
tenor de lo que indicaba J. Castillo de Bovadilla los clérigos podían ser admitidos como capi-
tulantes:
37 Ibídem, f. 197r-v.
38 Ibídem, ff. 197v-198r.
39 Ibídem, f. 199r.
40 Ibídem, f. 199r.
41 Ibídem, f. 199v-200r.
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Algunas vezes he visto, que en las Residencias capitulan clérigos a los residenciados, y siguien-
do su interesse particular, y debaxo de protestación que no se proceda à efusión de sangre, ni à otro 
pena corporal, ò si capitulasen como uno del pueblo, es de ver si deven ser admitidos, y si fuesen 
convencidos de calumnia, si eran presos y condenados por ella y ante quien. Y digo que debe el Juez 
admitirlos, y obligarles por autos à que den fianças de lo juzgado y sentenciado, y que puedan ser 
condenados por calumniosos en penas pecuniarias, y tomarles por ellos sus bienes temporales, y 
si también mereciesen destierro ò otra pena, es forçoso ocurrir à su Juez Eclesiástico, según à otro 
propósito atrás diximos42.
También mencionaba J. Castillo de Bovadilla al clérigo Capitulante calumnioso43 en el 
apartado de los castigos a los demandantes calumniosos. 
En las instrucciones que P. Melgarejo Manrique de Lara escribió respecto a los procedi-
mientos del juicio de residencia, se evidencia también que un clérigo podía capitular:
El capitulante en primer lugar ha de legitimar su persona, como el acusador; y aunque sea Clérigo, 
se le ha de mandar por auto público dar fianzas de pagar lo juzgado, y sentenciado contra él: esto, 
porque siendo calumnioso, pueden ser condenados por el juez Seglar44.
Si el clérigo pertenecía a la orden Militar de Santiago, se debía remitir a los Priores el 
conocimiento de la causa45. Como era el propio Consejo de órdenes quien, junto con el rey en 
calidad de administrador, nombraba al juez de residencia, cabe cierta duda de que éste no hu-
biera podido actuar de forma diferente respecto a esta cuestión. De cualquier manera, en uno u 
otro supuesto, el juez se hubiera enfrentado a problemas de jurisdicción. 
Es evidente la gran ventaja de que el licenciado Pedro de Santana figurase como au-
tor del memorial porque al aceptar el juez su advertencia no contraía las obligaciones como 
42 CASTILLo DE BoVADILLA, J. (1597). Política…, Lib. V, Cap. II, 19, p. 506.
43 Ibídem, Lib. V, Cap. II, 95, p. 528.
44 MELGAREJo MANRIqUE DE LARA, P. (1707). Compendio de contratos públicos, autos de particiones, 
ejecutivos y de residencias […]. Valencia: Imp. de Antonio Bordazar, obra consultada en la edición Madrid: Pedro 
Joseph Alonso y Padilla, 1748 (15ª impr., corr. y enm.), p.333.
45 Respecto a jurisdicción sobre freyles clérigos, véase Regla y Establecimientos nuevos de la Orden y Cavallería 
del Glorioso Apóstol Santiago, conforme a lo acordado por el Capítulo General que se celebró en esta Corte el 
año de 1652 y se feneció en el de 1653, confirmado por la Magestad del Católico Rey don Felipe IV el Grande, 
nuestro señor. Compuestos y ordenados por su real mandato por el licenciado don Francisco Ruiz de Vergara 
Álava, cavallero de la Orden de Santiago y consejero en el real y supremo Consejo de Órdenes Militares (1655) 
Madrid, en casa de Domingo García Morrás. Obra consultada en la edición: Reimpreso en la imprenta del Mercu-
rio, por Joseph de oreja, 1752, Tít. XXI, Cap. VI, p.336 «Cómo se ha de proceder en las Causas criminales de los 
freyles que moran fuera de los Conventos », donde se indica que si algún freile clérigo de los que residían fuera 
de los conventos cometía delito, los del Consejo de órdenes podían hacer información y prenderle, y después 
remitirle a los Priores de la orden; al mencionado capítulo VI se hace referencia en PoRRAS ARBoLEDAS, P. 
A. (ed.) (2009). “El origen del Real Consejo de órdenes de José López de Arguleta”. Cuadernos de Historia del 
Derecho, 16, p. 313 en la que J. López de Arguleta indicaba que respecto a los freiles clérigos «…lo decisivo de 
la sentencia hera de solo el prior (y aún lo es, excepto en casos de omisión, como allí se dice), pero, dada por el 
prior la sentencia, remitían relación de ella, en cosas graves al Consejo y la remite aún, quando sin haver tenido 
omisión, conoce la causa. Vista por el Consejo la sentencia del prior y que es arreglada a derecho, y no tiene que 
enmendar ni revocar, nada necesita decir mas que permitir al prior que ponga en la execución de ella…». PoSTI-
Go CASTELLANoS, E. (1988). Honor y privilegio…, indica en p.64 «El Consejo ejercía, por tanto, jurisdicción 
eclesiástica, determinada en primer lugar, en razón de las personas, y en segundo del territorio […]. Así mismo 
le estaba encomendado el conocimiento de las causas de religiosos y religiosas de las órdenes y de los clérigos 
seculares que gozaban de beneficios y capellanías en las iglesias de las órdenes…». 
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capitulante y, por tanto, eludía cualquier posible castigo en caso de que las acusaciones no se 
probasen. 
Por otra parte, según el acta de declaración de Luis Gómez, éste mencionó a Gabriel de 
Hervás como la persona que dio a Bernardino Martínez el memorial, pero el juez fue al único 
que omitió en sus citaciones sobre la averiguación de la autoría del documento. El 24 de sep-
tiembre, Gabriel de Hervás presentó un memorial con capítulos contra don Alonso de Granada 
en la residencia pública. 
El juez conocía la enemistad del procurador síndico contra el gobernador. Don Alonso 
de Granada había presentado, dos días después de comenzado el juicio, una lista de cincuenta y 
dos personas a las que recusaba por haber tenido enfrentamientos con ellos, haberlos castigado, 
o tener sospecha de animadversión contra él, entre cuyos nombres figuraba Gabriel de Hervás. 
Desde el inicio de la residencia éste estuvo vigilando y controlando todo lo relativo al proceso 
judicial, desde hacer requerimiento al propio juez el 6 de septiembre para que se hospedara en 
la posada que le correspondía46, y no en casa de un regidor que debía ser residenciado, hasta 
solicitudes diversas al juez contra don Alonso y sus oficiales. 
Por último, el clérigo Pedro de Santana declaró posteriormente como testigo de la acu-
sación de Gabriel de Hervás en sus capítulos de la residencia pública contra don Alonso47. Las 
acusaciones vertidas en el memorial anónimo no se repitieron en los capítulos del síndico, ya 
que estos últimos eran todos contra el gobernador.
Conclusión
No es posible conocer la verdad de los hechos, pero este caso lleva a preguntarnos hasta 
qué punto no fue preparado el memorial en connivencia con el capitulante Gabriel de Hervás 
en un acto de venganza política hacia don Alonso y la parcialidad de regidores perpetuos, ya 
que la maniobra de presentar como autor de los capítulos a un clérigo tenía la extraordinaria 
ventaja, como se ha indicado, de no arriesgarse a castigo alguno por falso capitulante y, además, 
se atacaba al gobernador por dos vías: mediante acusaciones a sus oficiales de confianza en la 
secreta con el memorial anónimo y por otra directamente a don Alonso de Granada mediante la 
acción del procurador síndico de capitular contra aquel en la residencia pública.
Por otra parte, si realmente las acusaciones tenían un fondo de verdad, esta vía posibili-
taba que el juez y el Consejo de órdenes conocieran las malas prácticas y delitos de los oficiales 
acusados y que no quedaran impunes los cohechos y la prevaricación de los jueces, evitando el 
riesgo de que los residenciados tomaran represalias contra el denunciante anónimo. La acep-
tación del memorial por parte del juez y sus averiguaciones para conocer la autoría estaban 
dentro de la práctica procesal de su tiempo; sin embargo, queda alguna duda sobre su actuación 
respecto a la investigación realizada, sin descartar el posible interés del licenciado don Diego 
Navarro y su escribano en que la residencia fuera lo más reñida posible para alargar la comisión 
y obtener más salarios48. 
46 AHN, oo. MM., AHT, Leg. 9621, f. 11.
47 Ibídem, Del síndico de Ocaña contra don Alonso de Granada, f-25r -36v.
48 CASTILLo DE BoVADILLA, J. (1597). Política…, Lib. V, Cap. I, 38-39 pp.417-418, se refería a los escriba-
nos interesados en que hubiese mucho papel e incitaban a poner capítulos y demandas a los oficiales públicos, y 
para dilatar su comisión no cumplían con un horario estricto, como debían. Critica también la actitud de jueces de 
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Por último, el papel de este mecanismo de control como freno a las malas prácticas 
de los oficiales públicos evidencia también una baza del poder real para recoger las mutuas 
acusaciones de las facciones políticas en lucha canalizando, en el plano judicial, los conflictos 
políticos con el poder establecido a nivel local, aunque finalmente no se aplicaran las máximas 
penas a los residenciados a las que, seguramente, los denunciantes aspiraban.
[índiCe]
residencia que permitían –y se lucraban también– de estas actuaciones irregulares.
